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RECENSIONES 
CODIGO DE DERECHO CANONICO 
AA.VV., Code de Droit Canonique. Edition bilingue et annotée sous la responsabilité 
de l'Institut Martín de Azpilcueta. Traduction franyaise établie a partir de la 4e 
éditon espagnole, sous la direction de E. CAPARROS, M. THÉRIUALT, J. 
THORN. Wilson & Lafleur Limitée. Montréall990. 1 vol. de XLll+ 1500 págs. 
Ya son varias las traducciones realizadas en diferentes idiomas del Código de Dere-
cho Canónico editado por la Universidad de Navarra, en tomo al cual, la buena gestión 
del Instituto Martín de Azpilcueta, consiguió agrupar a un numeroso grupo de canonis-
tas que realizaron la labor de comentario y explicación. 
La nueva traducción que aquí se reseña es la última de ellas, fruto de la colaboración 
entre las Facultades de Derecho Canónico de la Universidad de Navarra y de la Univer-
sité Saint-Paul (canadiense). Si bien es verdad que las instituciones auspician esta clase 
de trabajos, no es menos cierto que tal colaboración no sería posible sin las personas 
concretas que hacen realidad los ideales proyectos. Por ello, me parece que debemos 
hablar, primero, de los que han intervenido en la realización de este volumen. 
Una primera traducción general al francés de los comentarios fue realizada por el 
Prof. Le Tourneau; después, partiendo de ésta, fueron elaborándose otras en las que in-
tervinieron los Profs. Caparrós, Thériault y Thom, hasta llegar a la versión publicada. 
El texto de los comentarios que se tomó de base fue el de la 4ª edición española, te-
niendo en cuenta, para el caso de los cánones, las correcciones posteriores realizadas por 
la autoridad eclesiástica, tanto para el latín como para el francés; estas últimas datan del 
27 de diciembre de 1988. 
La larga duración de esta fase ha propiciado que el volumen no sea sin más una tra-
ducción de la edición española, pues los autores han tenido el buen criterio de empren-
der una tarea de actualización y mejora, que se extiende a los comentarios, apéndices e 
índice de materias. 
En efecto, en relación a los comentarios cabe subrayar que han sido puestos al día 
atendiendo a la legislación aparecida con posterioridad a 1987. Así, por ejemplo, han 
sido rehechos los comentarios a los cánones que se refieren a la Curia Romana, a tenor 
de las disposiciones de la Constitución Pastor bonus. Otros comentarios, como el del 
c. 833, han sido ampliados; éste, en concreto, da noticia del nuevo texto de la Profe-
sión de fe y del juramento de fidelidad, recogiendo ambos en sus versiones latina y 
francesa 
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En los comentarios se han incluido, cuando era necesario, las oportunas citas a las 
respuestas auténticas, y a las normas particulares complementarias al Código promul-
gadas por la Conferencias Episcopales de habla francesa. Tanto las respuestas como las 
normas complementarias se hallan en sendos apéndices de los que se da noticia más 
adelante. 
Otras mejoras de interés se refieren bien a la transformaci6n de las referencias al 
derecho espafiol por otras que correspondan al derecho del estado en general, con ejem-
plos tomados, en algunos casos, del derecho canadiense; bien a la constante cita del 
número correspondiente de «La Documentation catholique» para aquellos textos de 
«Acta Apostolicre Sedis» que tienen versi6n francesa. 
El apartado de Apéndices no puede decirse que simplemente haya sido mejorado, 
sino que, en algunos casos, la labor de los autores ha ido más allá, tal como se expone 
a continuaci6n. 
En efecto, el Apéndice 1 se amplia con la inclusi6n de la Constituci6n Apostólica 
Pastor bonus. Junto a ella aparecen también los textos de las Constituciones Romano 
Pontifici eligendo, Divinus perfectionis Magister y Spirituali militum CUTtz. Los auto-
res han optado por obviar la presentaci6n de los textos en dos columnas (latín y 
francés), para pasar a hacerlo en páginas contiguas. 
El Apéndice 11, que contiene las respuestas del Consejo Pontificio para la 
interpretaci6n de los textos legislativos, ha sido rehecho completamente. En él 
encontramos, por este orden, la siguiente informaci6n: «Table récapitulative chro-
nologique», que contiene en columnas las fechas en que se dieron las respuestas y las 
de su aprobaci6n por el Romano Pontífice; «Table récapitulative selon l'ordre des 
canons», que recoge los cánones afectados por las respuestas y las páginas del Apéndice 
donde éstas se hallan. Seguidamente y por orden cronol6gico, se presentan los textos 
íntegros de las respuestas, a doble página: una para la versi6n latina y otra para la 
francesa, con indicaci6n marginal de los cánones que quedan implicados por la 
respuesta. 
El Apéndice III lo dedican los autores a las normas complementarias al Código, 
promulgadas por las Conferencias Episcopales franc6fonas. En concreto, en este 
Apéndice se recogen todas las normas complementarias aparecidas hasta la fecha de 
publicaci6n de este volumen, y que corresponden a seis Conferencias Episcopales: 
Bélgica, Benin, Canadá, Francia, Ruanda y Suiza. En las normas candienses, entre 
otras, se incluyen los estatutos de la Conferencia de Obispos; en las francesas, se halla 
el documento sobre el matrimonio de católicos con no católicos; en las suizas se 
contienen las normas sobre el diaconado permanente y la Ratio Institutionis, etc. A las 
normas de las Conferencias les precede una «Table récapitulative selon l'ordre des 
canons», donde se indican, por orden, los cánones a los que se refieren las normas 
complementarias y en qué página puede encontrarse el texto del derecho particular. 
Mientras la Tabla de concordancias entre los Códigos pío-benedictino y el de Juan 
Pablo 11 no ha sido alterada respecto a la edici6n espafiola, los autores hacen la expresa 
indicaci6n de que el Indice de materias sí ha necesitado de revisi6n y adaptaci6n en 
algunas de sus voces. 
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Por último, sólo resta añadir que la presentación es del mismo estilo que la de Na-
varra. Destaca, sin embargo, la calidad de la edición en relación al formato, que facilita 
en gran medida en manejo del Código; encuadernación; tipo de papel; etc.; todo lo cual 
refleja el cuidado puesto por los autores y la editorial en la confección del volumen. Es 
de desear que la edición inglesa, anunciada ya por los autores, alcance las mismas altas 
cotas de perfección. 
RAFAEL RODRIGUPZ.()CAÑA 
CODIGO CNIL y MATRIMONIO 
Luis Ignacio ARECHEDERRA ARANZADI, El consentimiento matrimonial. (Comenta-
rio al artículo 45 del Código Civil), Servicio de Publicaciones de la Universidad 
de Navarra S.A., Pamplona 1989, 144 págs. 
El libro se estructura a lo largo de dieciseis breves capítulos (pp. 22-94) que glosan 
diversas cuestiones al hilo del artículo 45 del Código Civil y sus presupuestos' y 
conexiones, antecedidos por una introducción y seguidos por un último capítulo (pp. 
95-144), sobre los elementos accidentales del negocio jurídico y el matrimonio. 
A su vez, los primeros dieciseis capítulos pueden encuadrarse en dos temas más 
generales: el primero vendría a tratar sobre la constitución del matrimonio desde la 
perspectiva de la convergencia del principio consensual y su recepción en el ordena-
miento jurídico vigente; el tema clásico de la relación consentimiento-forma desde la 
interpretación de la ley actual. 
Para el autor ,el matrimonio se dibuja hoy en el Código Civil como «un tipo ne-
gocial -causa- que da lugar a un estado civil -livianamente definible- al que los contra-
yentes incorporan unos motivos, plenamente subjetivos, compatibles con un cauce co-
mún -la disciplina matrimonial- de carácter familiar, en el más amplio sentido de la ex-
presión» (p. 20). Subraya que no se trata de una simple situación a la que se dota de 
trascendencia jurídica, -es decir, de un contenido arbitrario por sí mismo, defmible ente-
ramente por los contrayentes-, sino más bien de «una relación jurídica con un conteni-
do específico y prefigurado ( ... ). El hecho de que esta relación ya no sea perpetua, sino 
meramente estable y tendeocialmente vitalicia, no empece a esta calificación» (p. 25). 
Con todo, si el contenido mínimo es defmido por el legislador, sin embargo en lo 
referido a la constitución del matrimonio mismo -al in fieri- el respeto al principio 
consensual prevalece (especialmente en el plano conceptual) sobre la exigencia de la 
forma. En opinión del autor, del conjunto de la legislación «se desprende el carácter 
solemne, formal, del matrimonio, pero no el carácter constitutivo de la forma», mien-
tras que, por el contrario, «el consentimiento, no sólo es considerado como un presu-
puesto voluntario inexcusable, sino que, además, el consentimiento tiene un alcance 
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constitutivo específico» (p. 38). Así, el consentimiento viene a desempeñar una biple 
función, o mejor, viene a mostrar tres aspectos diversos del mismo fenómeno matri-
monial: «en primer lugar, constituye el núcleo de la celebración (eficacia constitutiva); 
en segundo lugar, determina, en parte, dada la complejidad de cuestiones que abarca, las 
condiciones de regularidad de lo constituido (régimen de validez del matrimonio); en 
tercer lugar, y complementariamente, constituye la teoría del consentimiento, parte 
importante de la normal patología del matrimonio (ineficacia por nulidad) frente a otros 
remedios que presuponen la validez: separación y divorcio» (p. 47). 
La segunda parte del libro vendría a estar formada por los capítulos XII a XVI in-
clusive (pp. 48-94), que encierran contenidos más estrictamente referidos al acto de 
consentimiento matrimonial. En concreto el autor analiza lo que llama «la aporía del 
matrimonio póstumo» (a partir de una reciente legislación francesa en relación con esta 
cuestión); el contenido de la relación jurídica matrimonial-en cuanto referido al acto de 
consentimiento-; qué debe entenderse por consentimiento matrimonial; y algunos 
puntos referidos a la capacidad necesaria para contraer y a la estructura psíquica del 
contrayente. 
La tercera unidad temática comprendería el capítulo último (XVII: pp. 95-144), 
donde Arechederra se introduce en los elementos accidentales del negocio jurídico -en 
relación con el matrimonio- y trata del término, condición y modo, glosando en espe-
cial-y sosteniendo- el principio de «se tendrán por no puestas». 
Para los canonistas, serán probablemente de particular interés los siguientes puntos: 
la existencia, en España de un solo y único matrimonio, con pluralidad de formas de 
contraer (cfr. introducción); es decir, la constatación de la «no recepción de las normas 
peculiares de cada confesión religiosa», aunque se admitan «formas no estatales» (pp. 
39-40); la defensa de la autonom(a de la nulidad, respecto a la separación y al divorcio 
vincular (pp. 47-48); la consideración a propósito del denominado «matrimonio póstu-
mo»; más llamativa resulta la opinión acerca de la posibilidad de considerar la conducta 
matrimonial, en ciertos casos en que se ha dado una simulación total, como con va-
lidante: comentando una iniciativa de reforma al texto de la ley española, y después de 
señalar que la convalidación del matrimonio, «hasta cierto punto repugna» (p. 57, nota 
34, n. 2.4.1.), se añade: «en el matrimonio la convivencia convalidante opera, a mi 
juicio, más que como una sanación, como un coprincipio constitutivo. Es decir, o con-
sentimiento o convivencia. Cuando el consentimiento no es ni nulo ni anulable él 
constituye el matrimonio. Cuando es nulo o anulable, sirve como protección formal de 
un consentimiento informal implícito en un comportamiento 'conyugal'» (ibid., n. 
2.4.2.); la dificultad para dar relevancia a la simulación parcial en el ordenamiento civil 
(pp. 59-60); la posibilidad apuntada de una nulidad matrimonial por una enfermedad 
mental «posterior», «en la medida en que la enfermedad explique la concurrencia de un 
error 'en aquellas cualidades personales que, por su entidad, hubieran sido determinantes 
de la prestación del consentimiento' (artículo 73, 4 del Código Civil)>> (p. 84); el plan-
teamiento de una cierta «equiparatio» entre los supuestos de hecho que podrían estar 
comprendidos en el canon 1095 del CIC y los que dan lugar al divorcio vincular (pp. 
93-95); y finalmente las opiniones sostenidas a propósito del tratamiento de la condi-
BmuOGRAFlA 681 
ción en el nuevo texto del Código de Derecho Canónico, que concluyen: que ya no hay, 
propiamente, matrimonios condicionados en el derecho de la Iglesia, y que, como en 
sede civil, se debería tener a las condiciones por no puestas; para el autor, «los 
supuestos del canon 1102, párrafo segundo, (constituyen) hipótesis de simulación 
parcial, reserva, o error, etc.» (p. 103, nota 73, infine); en este apartado tal vez se echa 
en falta la consideración, tan tradicional en sede canónica, de la llamada «voluntad 
virtual». 
Desde el punto de vista de las fuentes, el autor ilustra el texto con frecuentes 
alusiones al iter redaccional del último texto legislativo español, a textos de derecho 
comparado, a las principales líneas doctrinales, y -especialmente- a la jurisprudencia de 
los tribunales del Estado y a resoluciones de otros organismos, como la Dirección 
General de los Registros y del Notariado (DGR y N). 
De todo ello resulta una obra sencilla de estructura, variada en su temática, breve 
-sintética- en el tratamiento de los temas, profunda en sus criterios, formalmente clara 
-aunque densa y conceptual en ocasiones-, incisiva en sus planteamientos y decidida en 
sus soluciones. Se hace notar la mente de un estudioso, por debajo de la aparente -y 
valiosa- simplicidad lineal con que se desarrollan los temas. 
JUAN IGNACIO BAÑ"ARES 
CELffiATO 
Roman CHOLIJ, Clerical Celibacy in East and West, Fouber Wright Books, 
Herefordshire 1989, XIV+226 págs. 
1. Se trata de un buen trabajo de investigación en el que se pretende mostrar las ra-
zones que han originado la diferente disciplina sobre el celibato de los clérigos en Occi-
dente y Oriente. Para ello se detiene el autor en un estudio de la disciplina, tal como 
aparece en los cánones de la Iglesia primitiva, a la vez que hace una adecuada conside-
ración de la abundante bibliografia, canónica y teológica, sobre la materia. 
Este libro es, por tanto, la más reciente aportación sobre el tema, siendo impres-
cindible no sólo por la recopilación y valoración de los trabajos anteriores, sino por las 
tesis centrales del autor que suponen una nueva y personal consideración de la disciplina 
y de su evolución. 
El libro está prologado por el cardo Stickler quien, habiendo publicado sobre el tema 
conocidos trabajos de obligada referencia, nos ofrece el siguiente autorizado juicio: este 
trabajo de Roman Cholij; junto con el de Christian Cochini (Origines Apostoliques du 
Celibat Sacerdotal. Paris 1981), se deben considerar como los dos trabajos definitivos 
sobre el celibato de los clérigos en la Iglesia; tienen un valor sobresaliente por su com-
pleta consideración de todos los aspectos que afectan al tema, sobrepasan los estudios 
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anteriores y se constituyen para el futuro, en la nueva y fmne base científica para lo 
que se quiera establecer en este campo tan delicado (p. VID). 
El trabajo de R. Cholij tiene como punto central una exhaustiva consideración de 
los cánones del concilio de Trullo, concilio quinisexto (año 691). Según el autor fue en 
Trullo donde se produjo la ruptura entre praxis oriental y occidental. Partiendo de los 
cánones de este concilio estudia la normativa anterior y las consecuencias posteriores. 
II. Los contenidos del libro darán idea de la validez y coherencia de este trabajo. En 
el capitulo primero se trata de «Las condiciones para el matrimonio de los clérigos y el 
concilio de Trullo», en él se considera el valor canónico y ecuménico del concilio y se 
comienza el examen de los cánones, concretamente, en este primer capítulo, los cáno-
nes 3, 17 Y 26. El capitulo segundo, «Celibato e impedimento de Orden», es un estu-
dio del canon 6 de Trullo y de la relación causal entre el impedimento de Orden y la 
necesaria continencia a la que estaban sujetos los 'Ordenados, muestra también como se 
recibió la disciplina originada en Trullo por los canonistas de la época clásica del Dere-
cho Canónico. En el tercer capitulo se enfrenta el autor a las «Clásicas objeciones a la 
tesis del origen apostólico del celibato»; en este capítulo, entre otros temas, considera 
el autor el matrimonio de algunos Apóstoles, el de obispos y presbíteros en la Iglesia 
primitiva, los más representativos textos patrísticos y de la disciplina, el episodio de 
Paphnutius, etc. El cuarto capitulo es el más largo y fundamental, se titula «La norma 
de la continenCia de los clérigos en la Iglesia oriental de acuerdo con el espíritu y la le-
tra del concilio de Trullo»; en este capítulo se examinan los cánones 13 y 30 del con-
cilio, la relación y transformación que se hace en Trullo de la antigua disciplina de los 
cánones de Cartago, y cómo el canon 13 fue causa de que se fuera perdiendo la disci-
plina de la continencia de los sujetos ordenados. Se acaba el capítulo cuarto ofrecién-
dose un repaso a la actual disciplina sobre continencia y celibato, y con un juicio, 
breve pero preciso, del proyecto de canon que sobre el celibato se está considerando para 
el Código de Derecho Canónico Oriental. 
Al final se añaden unas páginas conclusivas y un apéndice con los cánones, en 
griego y latín, de Trullo, y unos buenos índices, de libros y artículos sobre el tema, y 
de nombres y temas en el libro. 
* * * 
Visto el contenido del libro pasemos a sefialar, sintéticamente, temas y considera-
ciones del autor que juzgamos .fundamentales. 
III. Es de todos conocido que en las iglesias nacidas del cisma ortodoxo, salvo algu-
na excepción, sólo exigen el celibato a obispos y monjes, existiendo la posibilidad de 
presbíteros unidos en matrimonio. Algunos creyeron que esta práctica oriental tenía un 
fundamento más antiguo que la práctica y disciplina del celibato tal como se conserva 
en la iglesia latina Pero, ya desde hace años, han ido apareciendo trabajos que muestran 
cómo es precisamente la praxis occidental la que conecta con una tradición más antigua, 
y la que manifiesta un fundamento teológico más coherente. En estos trabajos se ins-
cribe el libro que estamos considerando. 
Roman Cholij sefiala que, aun no debiéndose la existencia de presbíteros casados al 
concilio de Trullo, pues ya antes, y desde el principio, existían, es sin embargo en este 
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concilio y, en concreto, con su canon 13, donde se origina una ruptura con la disciplina 
tradicional. Hasta entonces se estaba exigiendo a los clérigos casados una continencia 
absoluta, pero en el afio 691, en Trullo, se redujo esta nonna exigiéndose sóloconti-
nencia para los tiempos en los que los clérigos estaban al servicio del altar. Muestra el 
autor, y tal vez es este uno de los puntos de más interés, que esto sólo se pudo hacer en 
Tnillo utilizando y, a la vez, modificando las nonnas que sobre la continencia aparecían 
en los antiguos cánones de Cartago (pp. 118-124). 
IV. Sefla1a el autor que la praxis y disciplina anterior a Trullo. aun existiendo fluc-
tuantes disposiciones sobre las órdenes menores, había una verdadera coherencia en la 
general nonnativa sobre el matrimonio y la continencia de los clérigos (p. 62). En esta 
praxis y disciplina lo que se exigía fundamentalmente era la continencia total, conti-
nencia pennanente, que suponía la prohibición de hacer uso conyugal para aquellos que 
llegaban al Orden unidos en matrimonio, y para todos, incluso afectando a las viudas de 
clérigos, el impedimento de Orden. 
Si esta era la disciplina y praxis de la Iglesia ¿cuál era su origen y fundamento? 
Indica Cholij que la tradición apostólica y el primer milenio de la Iglesia muestran que 
no hay una relación absolutamente necesaria entre celibato y presbiterado, pero también 
se puede probar con las primitivas fuentes la pennanente relación entre continencia 
(celibato-continencia) y Orden (pp. 198-199). Relación que no es de mera «convenien-
cia» para el ejercicio del ministerio (precisamente esta es la perspectiva reductiva que 
originó el concilio de Trullo), sino que viene exigida por la misma naturaleza del 
sacramento del Orden (p. 2(0). Por esta razón, y porque hay un fundamento apostólico 
en la nonna del celibato-continencia (p. 54), es por lo que no se extrafla al descubrir 
«que la teología y praxis del celibato en las iglesias orientales tiende, en sus últimas 
consecuencias, a la misma disciplina que encontramos hoy día en la iglesia latina» . (p. 
202). 
V. Sobre las consecuencias que, según el autor, tuvo el concilio de Trullo podemos 
sintetizar lo siguiente (pp. 138-167). 
a) A partir de Trullo, tanto en Grecia, como en las iglesias que dependen de Grecia, 
quedó el celibato como nonna extrínseca impuesta a obispos y algunos clérigos. 
Además se explicaba la nonna de la continencia como una conveniente «limpieza cor-
poral» para el ejercicio ministerial. 
b) Se perdió la relación entre continencia e impedimento del sacramento del orden 
para el matrimonio. Este impedimento quedó reducido a mera exigencia disciplinar sin 
el suficiente fundamento teológico. 
c) Quedó el celibato únicamente para los obispos y para la vida monástica, se juz-
gaba que sólo en esta clase de vida era posible la castidad de los presbíteros. Para los 
clérigos que no optaban por esa vida religiosa se llegó a exigir el matrimonio como 
condición para el Orden. 
VI. También tiene interés la explicación de las consecuencias que tuvieron las dis-
posiciones de Trullo en Occidente (pp. 63-67): 
a) Aun careciendo algunos de los cánones de Trullo, y en concreto el 13, de valor 
ecuménico, el hecho de que fuera recogido en la recopilación de Graciano hizo que, des-
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de entonces, se juzgara en Occidente que, en cuanto al celibato de los clérigos, las igle-
sias latina y griega eran depositarias de dos tradiciones igualmente válidas y posibles, 
llegando incluso a suponer que la disciplina griega era más antigua que la latina. 
b) El decretista Rufino interpret610s primitivos cánones de la Iglesia en el sentido 
de que allí donde no estuviera prohibido el matrimonio quería decir que estaba permi-
tido, y suponiendo que la norma de la continencia de los sujetos ordenados se había in-
troducido tardíamente en Occidente. Otro decretista, Hugoccio, directamente calificará 
esta disciplina como meramente eclesiástica. 
c) Esta «legitimación» de la disciplina griega, originada por Graciano y los decretis-
tas, fue la causa de que se hiciera común afirmar que el celibato -olvidándose ya de la 
continencia- no estaba exigido por la naturaleza del presbiterado. Indica Cholij que los 
teólogos, si no hubiera existido la aceptación de la disciplina de Trullo, no habrían 
tenido dificultad en encontrar un fundamento a la Gisciplina, y habrían podido afrrmar el 
origen apostólico de la perfecta castidad y que pertenece a la verdadera estructura de la 
ordenación presbiteral. 
VIL Finalmente no queremos dejar de set'l.alar lo que suponen estas afirmaciones de 
R. Cholij. Además de un muy válido esfuerzo por encontrar el fundamento de la norma 
del celibato, y de una crítica al actual proyecto de canon del Código de Derecho Orien-
tal, nos ofrece una importante y peculiar perspectiva que, si se aceptan sus presupues-
tos, hacen necesario una nueva consideración de toda esta materia, ahora ya desde la 
continencia, y tanto en las expresiones del Concilio Vaticano 11, como en las mismas 
normas de la iglesia latina, particularmente en lo que se refiere a los diáconos. 
Con independencia de que se acepten o no las tesis del autor no cabe duda que la rec-
ta comprensión de la disciplina actual en este tema, como ocurre con cualquier norma, 
exige una armónica explicación de su evolución a lo largo del tiempo. En lo que se re-
fiere al celibato, y no sólo ya para entenderlo en la historia, sino para entenderlo en la 
actualidad, son absolutamente necesarios los trabajos como el que ha publicado R. 
Cholij. 
JOSE A. FUENTES 
PRELATURA PERSONAL 
Michael BENZ, Die Personalpralatur. Entstehung und Entwicklung einer neuen 
Rechtsfigur vom Zweiten Vatikanischen Konzil bis zum Codex von 1983. 
Dissertationen, kanonistische Reihe, vol. 1, Ed. EOS Erzabtei St. Ottilien, Sto 
Ottilien 1988, 139 págs. 
La Prelatura personal: origen y desarrollo de una nueva figura jurídica desde el 
Concilio Vaticano 11 hasta el Código de 1983. Así se titula el primer volumen de una 
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nueva serie que recoge investigaciones sobre Derecho canónico, editada por los tres di-
rectores del Instituto Canonístico de Munich: W. Aymans, K.T. Geringer y H. 
Schmitz. 
De una manera sistemática, ordenada y concisa -propia del lenguaje jurídico-, y con 
abundantes referencias documentales, el A. se esfuerza por iluminar los diversos aspec-
tos jurídicos de la Prelatura personal. Aunque, como más adelante explicaremos, algu-
nas de sus afIrmaciones son muy discutibles, el trabajo, como tesis de licenciatura, 
tiene un buen nivel científIco y hace honor al renombrado Instituto Canonístico de 
Munich. 
En la introducción se explica por qué, en lugar de comenzar con el estudio del desa-
rrollo histórico de la nueva fIgura -como hacen muchos autores-, se antepone la expo-
sición sistemática del derecho vigente. La razón estriba en la jerarquía existente entre 
las normas de interpretación de las leyes: según el c. 17, en efecto, el primer y funda-
mental criterio hermenéutico es acudir al «significado propio de las palabras, considera-
do en el texto y en el contexto». El aspecto histórico, cuya consideración puede ser útil 
para aclarar eventuales puntos dudosos u obscuros, se examina en la segunda parte. 
En la primera parte de la obra que comentamos se detallan los aspectos sistemáticos 
de las normas codiciales que regulan las Prelaturas personales: su erección (las posibles 
finalidades y el acto de erección), los estatutos, la posición jurídica del Prelado (su 
carácter de ordinario propio, la erección del seminario, la formación de los clérigos, la 
incardinación y promoción a las sagradas ordenes) su relación con los laicos que coo-
peran en las obras pastorales y su relación con las Iglesias particulares, su caracteriza-
ción jurídica y la colocación sistemática de sus normas en el CIC 83. 
En la segunda parte se esboza la historia del desarrollo de la nueva fIgura empezan-
do por la génesis del texto conciliar de Presbyterorum Ordinis, 10. En esta fase se dedi-
ca especial atención a la problemática planteada por la Misión de Francia (62-72), la 
cual tuvo una particular importancia en las reflexiones de los padres conciliares como 
fácilmente se observa en los correspondientes primeros esquemas del Concilio. Des-
pués de analizar la normativa del Motu proprio EcclesiaeSanctae, que ejecutó el dictado 
conciliar, se exponen las distintas etapas a través de las cuales la Prelatura personal 
llegó al último proyecto codicial (1982). 
En las páginas [males el A. analiza sucintamente los últimos cambios que se regis-
traron en los esquemas del Código, hasta llegar a la confIguración defInitiva (133-135). 
A continuación procura iluminar las normas codiciales teniendo en cuenta los datos que 
nos ofrece el estudio de la historia de su desarrollo (136-137). El volumen se cierra con 
una brevísima valoración conclusiva. 
Se trata, en su conjunto, de una obra bien articulada y en la cual el A. ha recogido 
diligentemente y hecho constar las opiniones -a veces contrastantes- de los diversos 
autores. 
Entre las cuestiones debatidas queremos detenernos únicamente a considerar el sig-
nifIcado, y las repercusiones jurídicas, de las relaciones que pueden tener con una 
Prelatura personal fIeles laicos. Se trata, en efecto, de una cuestión que tiene especial 
relevancia para la comprensión de la naturaleza misma de la nueva fIgura, para su co-
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reecto encuadramiento y caracterización jurídica, así como para la supuesta -y como 
veremos inexistente- incongruencia entre la configuración general de las Prelaturas per-
sonales hecha por el Código, y las normas particulares que regulan la primera de ellas. 
A propósito de los acuerdos establecidos entre una Prelatura y fieles laicos, el CIC 
83 especifica que «han de determinarse adecuadamente en los estatutos el modo de esta 
cooperaci6n orgánica y los principales deberes y derechos anejos a ella» (c. 296). Los 
debates antes mencionados han surgido por las diversas maneras de entender esta co-
operación orgánica Entre ellas pueden distinguirse dos posturas extremas: por un lado 
concebir a estos laicos como meros colaboradores externos que, en consecuencia, no 
pueden considerarse, de ninguna manera, miembros de la Prelatura; ésta es entendida así 
únicamente como una estructura de incardinación de clérigos seculares (weltgeistlicher 
Inkardinationsverband) o, en otras palabras, un órgano administrativo que incardina 
clérigos para promover su conveniente distribución o alguna peculiar obra pastoral. Es 
la línea doctrinal seguida plenamente, y de manera algo acrítica, por el A. de la obra 
que comentamos. 
Por otra parte, está la concepción -cuyo mayor auge se registró en los esquemas del 
Código de 1977 y de 1980- según la cual la relación de los laicos con la Prelatura per-
sonal puede ser de plena sumisión a la potestad del Prelado, de manera que nos encon-
traríamos con una verdadera portio populi Dei y, en consecuencia, la figura sería asimi-
lable a las Iglesias particulares. 
Pensamos que ambas concepciones deben rechazarse. En efecto, como ha puesto de 
relieve P. RODRIGUEZ en su monografía Iglesias particulares y Prelaturas personales, 
Pamplona 21986, esta cooperación de los laicos admite diversos grados de intensidad 
-según determinen los estatutos-, y, aunque en algunos casos puede alcanzar tal grado 
de intensidad que lleve consigo la incorporación de los laicos a la Prelatura, no por esto 
forman una portio populi Dei como ocurre en una Iglesia particular, cuyos fieles están 
plenamente sometidos a la jurisdicción del Obispo. En la Prelatura personal los laicos 
están sometidos a la jurisqicción del Prelado sólo en lo referente al fin de la Prelatura, y 
de tal manera que siempre quedan respetados los derechos de los Ordinarios locales. Los 
laicos -aunque su cooperación con una Prelatura personal puede ser muy intensa, como 
en el caso de la primera de ellas- siguen siendo fieles corrientes de la correspondiente 
Iglesia particular. 
La insuficiente captación de esta realidad lleva a M. Benz a encerrarse en una visión 
reductiva de la Prelatura personal que no le permite descubrir la plena congruencia exis-
tente entre la figura codicial y lo establecido por el legislador en la erección de la 
primera Prelatura personal, de cuya existencia hace caso omiso. 
En consecuencia, nos parece que a este trabajo deben hacerse dos críticas fundamen-
tales. En primer lugar respecto a la opción metodológica de prescindir, para la com-
prensión de la nueva figura, de la erección de la primera, y hasta hoy única, Prelatura 
personal: la Prelatura del Opus Dei. En un estudio sobre el origen y desarrollo de esta 
nueva figura, semejante omisión -debida, a todas luces, a un prejuicio respecto a la 
naturaleza de las Prelaturas personales- resulta de por sí sorprendente ya que, aunque no 
pueda ponerse como ejemplo paradigmático, debe considerarse sin embargo un punto de 
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referencia importante para conocer la mens legislatoris en materia de Prelaturas. Más 
sorprendentes aún son las razones que se alegan para justificar tal omisión. Para em-
pezar el A. pone en duda que esta primera Prelatura personal corresponda a la figura 
regulada en el Código. En segundo término cuestiona que los estatutos otorgados por la 
Santa Sede a la Prelatura del Opus Dei puedan tener algún valor a la hora de interpretar 
las normas codiciales y, por último, avanza la hipótesis de que aquellos estatutos hayan 
sido derogados por el CIC 83. 
Se trata de dudas e hipótesis que ya habían sido apuntadas por algún autor, y que 
han sido exhaustivamente contestadas en un reciente trabajo de G. LO CASTRO, Le 
prelature personali. Profili giuridici, Roma 1988. En esta obra, el profesor de la 
Universidad romana «della Sapienza» demuestra que aquellas argumentaciones son cien-
tíficamente inaceptables, y señala cómo, en el fondo, la causa de aquellos desaciertos 
radica en querer dar más peso a la propia interpretación que a la ofrecida por el mismo 
legislador (111-114). En este sentido, subraya también Lo Castro, no es metodológi-
camente correcto renunciar de antemano a la armonización entre unas y otras normas, 
dando por supuesta la incongruencia del legislador (134-144). El Romano Pontífice es-
taría, en efecto, contradiciéndose ya que, mientras establecía en el Código (promulgado 
el 25.1.1983) la ley-marco para las Prelaturas personales, habría proyectado y erigido 
-de manera incongruente- la primera de ellas con la promulgación de la Constitución 
Apostólica Ut sit (publicada en AAS el 2-V-1983) en la que se sancionan sus 
Estatutos. 
En segundo lugar, afirmar -como hace M. Benz- que una Prelatura personal es úni-
camente un órgano de incardinación para el clero secular, nos parece una injustificada 
limitación de las virtualidades y de la amplitud de la figura auspiciada en el Concilio y 
regulada en el Código. A la luz de la renovación y profundización eclesiológica conci-
liar, y de manera especial con respecto a la corresponsabilidad dellaicado en la Iglesia, 
no debería suscitar más problemas reconocer que, para llevar a cabo una peculiar obra 
pastoral o misional (cfr. c. 294), la Iglesia permita y aliente una plena y correspon-
sable participación de fieles laicos. 
Por otro lado, los argumentos que se aducen para negar esta posibilidad no son con-
cluyentes. El A. se apoya, en primer lugar, en el hecho de que, según el c. 294, las 
Prelaturas personales constan de presbíteros y diáconos del clero secular. Al respecto se 
puede simplemente observar que el Código no dice que consten sólo de clérigos y, por 
otra parte, lo que está claro es que en una Prelatura los clérigos son imprescindibles, 
mientras que puede haber laicos incorporados -como en el caso de la Prelatura del Opus 
Dei- o no haberlos. 
Otro argumento del A. es afirmar que: «Los laicos asumen sus deberes y derechos 
con la Prelatura no sobre la base de los estatutos, sino mediante acuerdos, ya que, no 
siendo miembros de la Prelatura, no quedarían vinculados por los estatutos» (44). Lo 
cual no es cierto, ya que el texto del c. 296 no permite separar los acuerdos -mediante 
los cuales los laicos asumen sus deberes y derechos- de los estatutos; se afirma, en 
efecto, que «han de determinarse adecuadamente en los estatutos el modo de esta co-
operación orgánica y los principales deberes y derechos anejos a ella». 
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Un último argumento es deducido de la historia del texto legislativo. En el texto 
del CIC 83 se sustituyó la expresión «modo vero huius incorporationis», del Esquema 
de 1982, con «modo vero huius organicae cooperationis» (c. 296). Este cambio es in-
terpretado por el A. como «muestra clara de que el legislador no quería que los laicos 
dedicados a las obras de una Prelatura personal se incorporasen a ella» (137). Lo cual es 
insostenible ya que la expresión «cooperación orgánica» no excluye -como el mismo 
A. a continuación reconoce- la incorporación. Por otro lado, el cambio mencionado se 
explica perfectamente si se considera la posible variedad en los modos de establecerse 
esta dedicación de los laicos a las obras apostólicas de la Prelatura personal: no siempre 
tendrá una intensidad y modalidad tal que permita hablar de «incorporación», como 
hacía de manera algo reductiva el Esquema de 1982. 
Con estas observaciones críticas no queremos minusvalorar el esfuerzo científico 
realizado por el A. para dar razón de una nueva estructura de la organización pastoral de 
la Iglesia Precisamente la novedad de esta figura explica las dificultades encontradas 
por M. Benz, así como por otros autores. 
Para futuros estudios en esta materia nos parece importante que, junto con una 
atenta y correcta consideración de las implicaciones eclesiológicas, se evite cuidadosa-
mente reducir de modo apriorístico las virtualidades de una estructura pastoral que puede 
aportar una contribución valiosa en el cumplimiento eficaz de la misión apostólica de 
la Iglesia. 
ARTURO CATIANEO 
CONFERENCIAS EPISCOPALES 
Iván C. IBAN, GIi statuti delle Conferenze Episcopali. 1/. America. CEDAM. Padova, 
1989,311 págs. 
Dentro de una serie de estudios sobre la codificación canónica dirigida por el Prof. 
Giorgio Feliciani, el volumen objeto de esta recensión se presenta como el segundo de 
los dedicados a los Estatutos de las Conferencias Episcopales. El primero de ellos, 
realizado por Romeo Astorri, apareció en 1987, Y estaba dedicado a los Estatutos de las 
Conferencias Episcopales en Europa; el que ahora presentamos está realizado por el 
Prof. Iván C. Ibán, Catedrático de Derecho Canónico y Eclesiástico del Estado en la 
Universidad Complutense de Madrid. 
Ante todo quiero hacer resaltar que, como afirma el Prof. Feliciani en el prefacio de 
este libro del Prof. Iván, también este volumen de los «Quademi della codificazione 
canonica» está publicado con la ayuda del Ministero della Pubblica Istruzione italiano, 
y está encuadrado en una serie de investigaciones consideradas de interés nacional, que 
están coordinadas por el «Centro inter-universitario di ricerca e documentazione sulla 
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legislazione ecclesiastica e le istituzioni religiose», cuya dirección corresponde a un 
comité científico compuesto por los profesores G. Barberini (Perugia), S. Ferrari 
(parma), F. Margiotta Broglio (Firenze), L. Muselli (pavia), A. Parisi (Bolonia), A. 
Talamanca (perugia), G-B Vamier (Génova), y por el propio Feliciani. Lo insólito de 
este tipo de investigaciones fmanciadas por el Estado -en relación con nuestra disciplina 
en Espafta-, me lleva a destacar este dato, por si realmente tiene algún interés para 
quienes se preocupan de la Sociología científica comparada. Y sobre todo por si de aquí 
pudieran extraerse algunas consecuencias que fomentasen en nuestro país algunas 
iniciativas similares. En todo caso, creo que hay que felicitar a nuestros colegas 
italianos -sin olvidarse de la sensibilidad con que el Ministero della Pubblica Istruzione 
ha sabido prestar su colaboración- por ser capaces de llevar a cabo colaboraciones de 
este tipo. 
En segundo lugar, no puedo dejar de mencionar tampoco la dedicatoria inicial del 
libro. El Prof. Ibán dedica este volumen «a Javier Hervada, primer discípulo de Pedro 
Lombardía, en sus veinticinco años de cátedra, con mi admiración y afecto». El signifi-
cado de esta dedicatoria, que seguramente también otros discípulos del maestro 
Lombardía podríamos hacer nuestra, es bien elocuente respecto al papel jugado por el 
Prof. Hervada en relación con la Escuela de Lombardía, y respecto a su influencia en la 
formación de algunos principios y criterios metodológicos que inspiran hoy a muchos 
de los discípulos directos e indirectos de Lombardía -pienso tainbién en los que ya son 
discípulos de sus discípulos-o 
Por lo que se refiere al contenido del libro, a nadie se le escapa la actualidad del 
tema de las Conferencias episcopales, cuyo importante papel en la vida de la Iglesia 
actual es para todos evidente. Los documentos del Vaticano 11 y el Código de Derecho 
Canónico actualmente vigente las han convertido en una figura del Derecho común, 
aunque no todas las cuestiones doctrinales y prácticas que la existencia de las Confe-
rencias plantea han sido ya resueltas. Como es bien sabido, en el Sínodo extraordinario 
de los Obispos que tuvo lugar en 1985 se propugnó un estudio más profundo del esta-
uto teológico de las Conferencias y, en particular, de la función docente que desem-
peñan. El Papa Juan Pablo 11 confió este encargo a la Congregación para los Obispos, 
con la indicación de que tuviese en cuenta el parecer de las Iglesias particulares, y 
contase con la colaboración de otros organismos de la Curia Romana. Así fue como 
surgió el instrumentum laboris de 1987, sometido a la Consulta del Episcopado. 
Por otra parte, el tema ha sido ya objeto de algunos congresos o reuniones 
científicas -la reunión de Salamanca en enero de 1988 tuvo un particular interés y sus 
actas han sido ya publicadas- y de diversos estudios que tratan de profundizar en sus 
diferentes aspectos. 
Es en este contexto donde habría que situar el libro del Prof. Ibán, en el que se han 
recogido los Estatutos de las Conferencias episcopales constituídas en el continente 
americano, precedidos de un estudio comparativo para facilitar al lector algunas de sus 
características. 
Concretamente, están recogidos los Estatutos de veintitrés Conferencias episcopales 
correspondientes a territorios bajo el ámbito de soberanía de un Estado; los estatutos de 
690 BmuoGRAFIA 
una Conferencia -la de las Antillas- que comprende una pluralidad de territorios con 
diversas soberanías; y, finalmente, los Estatutos de dos organismos que no son 
Conferencias episcopales: el Consejo Episcopal Latinoamericano (CELAM) y el 
Secretariado Episcopal de América Central y Panamá (SEDAC). Como es lógico, 
puesto que pertenecen al continente americano, entre los Estatutos están incluidos 
también los pertenecientes a las Conferencias episcopales de los Estados Unidos de 
América y de Canadá. Todos los Estatutos están recogidos en la lengua vernácula y, en 
el caso de Canadá, tanto en inglés como en francés. 
En su estudio previo, el Prof. Ibán analiza comparativamente esos Estatutos, 
fijándose especialmente en la estructura interna de las Conferencias (órganos de que se 
sirven, organización económica, normativa interna, etc.) y en las relaciones externas 
con otras organizaciones como la Santa Sede, con otras Conferencias episcopales, con 
organizaciones eclesiásticas supranacionales, con los propios Obispos, con el Estado y 
con otras entidades. 
Este estudio previo acaba con unas conclusiones en las que el Prof. Ibán resume 
algunos de los rasgos que parecen repetirse en los diversos Estatutos analizados. 
Comparando el proceso estatutario de las Conferencias episcopales americanas con 
otros procesos similares, el autor concluye que no parece que ese proceso esté dotado de 
unas peculiaridades muy claras: «Reproducción de normas de Derecho común general, 
proliferación de órganos y reglamentos, potenciación de la dependencia con respecto a 
la potestad creadora, respeto a la autonomía de los elementos, Presidencia fuerte y 
parcial pervivencia del anterior sistema, son, en mi opinión, los rasgos más significa-
tivos de este proceso» (pág. 56). 
Considero que este volumen será sin duda de utilidad para todos aquellos que estén 
interesados en el estudio de las Conferencias episcopales y, más en concreto, en el dere-
cho particular de esas Conferencias, del que los Estatutos son ya su primera manifes-
tación Por eso quiero terminar estas líneas felicitando al autor del trabajo y al director 
de esta colección de cuadernos, que han contribuido con este volumen a reunir y hacer 
asequibles fuentes dispersas que son de indudable interés para el estudio de un tema 
canónico tan actual como el de las Conferencias episcopales. 
EDUARDO MOlANO 
COMENTARIOS AL COOIGO 
AA.VV., Droit canonique. Dalloz, Paris 1989, XXVI + 749 págs. 
Este libro se inscribe en la colección de los «Précis Dalloz», muy conocida por to-
dos los juristas, ya que cuenta en la actualidad con 78 títulos repartidos entre Derecho, 
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Gestión de Empresa, Ciencias Económicas y Ciencias Políticas. Que esta prestigiosa 
editorial haya decidido publicar en dicha colección un «Précis» de Derecho canónico, es 
una setlal del creciente interés por la ciencia canónica en el mundo del Derecho en gene-
ral. Nos felicitamos por tanto de su aparición. 
En la confección del volumen han intervenido cuatro profesores de la Facultad de 
Derecho canónico del Instituto Católico de París: el Decano, Patrick Valdrini (que 
escribe la introducción y trata del derecho de las personas, de las personas jurídicas y las 
comunidades asociativas, las comunidades jerárquicas y su organización, y la función de 
ensetlanza), el Oficial regional de Lyon, el abbé Jacques Vernay (el derecho matrimo-
nial), el Director de la Revista Le Supplément, P. Jean-Paul Durand, O.P. (los institu-
tos de vida consagrada y las sociedades de vida apostólica, la función de santificación en 
la Iglesia y el derecho civil francés eclesiástico y el derecho público eclesiástico), el 
Magistrado Olivier Echappé (historia de las fuentes, la potestad de gobierno, los bienes 
temporales, el derecho y el derecho procesal). 
Es de notar el esquema seguido por los autores, que han agrupado la materia en 
tomo a dos temas, ambos relacionados con la actividad misionera de la Iglesia. En 
efecto, la primera parte lleva el título de «La actividad misionera de la Iglesia y sus ac-
tores», y la segunda «Los medios de la actividad misionera de la Iglesia». Se puede de-
ducir fácilmente que esta presentación supone una reorganización de la sistemática del 
Código. 
La primera parte consta de cuatro capítulos. Empieza presentando el «derecho de las 
personas en la Iglesia» (pp. 27-70), con una sección primera dedicada a los fieles en 
general, que estudia la personalidad jurídica, la condición canónica de las personas y la 
de los catecúmenos; se presentan a continuación las obligaciones y derechos de todos 
los fieles (sería más exacto decir «algunas obligaciones y derechos», ya que en su estu-
dio, que se aparta del orden de los cánones, el autor prescinde, sin decirnos la razón, de 
seis de ellos), las obligaciones y derechos de los fieles laicos (que merece una reflexión 
semejante a la anterior) y, finalmente, los ministros sagrados o clérigos. 
El cap. 11 se ocupa de «los institutos de vida consagrada y las sociedades de vida 
apostólica» (pp. 80-125), siguiendo un esquema sencillo: normas comunes, los institu-
tos religiosos, los institutos seculares, las sociedades de vida apostólica. Pero llama la 
atención el hecho de que cada una de estas dos últimas secciones consten tan sólo de 
tres páginas. 
«Las personas jurídicas y las comunidades asociativas» (pp. 126-144) constituye la 
materia del siguiente capítulo, que se desglosa en dos secciones: las personas jurídicas 
y las asociaciones de fieles. Son de mencionar las precisiones terminológicas acerca de 
la distinción entre «aprobación» y «reconocimiento» de los estatutos de una asociación. 
Se cierra esta primera parte con un último capítulo, el más largo de todos, sobre 
«La constitución jerárquica de la Iglesia» (pp. 145-229). Nos encontramos sucesiva-
mente con la autoridad suprema de la Iglesia, la ayuda prestada al Romano Pontífice 
(aquí entran el Sínodo de los Obispos, los Cardenales, la Curia y los Legados 
pontificios), la organización de las Iglesias particulares, la división de la diócesis: las 
parroquias y sus reagrupaciones, los rectores de iglesias y los capellanes y, por ende, 
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las reagrupaciones de las Iglesias particulares (¿conviene atribuir algún significado 
eclesiológico particular a la relegación in fine de todo 10 referente a las provincias 
eclesiásticas y los metropolitanos, las Conferencias episcopales, los Concilios 
plenarios, las Regiones eclesiásticas?). 
Quizá valga la pena detenerse algo en la sección tercera para destacar la ordenación 
general de la temática: las distintas formas de Iglesias particulares en base a los cc. 
369-371, la erección de una Iglesia particular que constituye una comunidad de per-
sonas, los límites de la Iglesia particular; en su parecer, es necesario establecer un crite-
rio objetivo de pertenencia a la comunidad. En el supuesto de diócesis no territoriales, 
llamadas «personales» -como son, según el autor, las diócesis orientales no territoriales 
erigidas en la Iglesia latina y los Ordinariatos castrenses-, el criterio escogido «permite 
definir una pertenencia de tipo objetivo, para señalar una diferencia fundamental en la 
constitución de comunidades asociativas, en las que la pertenencia es de tipo volun-
tario». Presenta seguidamente los Ordinariatos castrenses, la Prelatura de la Misión de 
Francia y las Prelaturas personales. 
La segunda parte trata de los medios a través de los cuales la Iglesia lleva a cabo su 
actividad misionera. Se divide en siete capítulos. El primero se ocupa de la potestad de 
gobierno (pp. 233-263): su naturaleza, los modos de ejercicio, los titulares de dicho 
poder. Aquí entra también todo 10 referente a las fuentes del derecho (ley, costumbre, 
actos administrativos, estatutos y reglamentos) y al oficio eclesiástico, o sea el Libro I 
«De Normis generalibus» de Codex. 
El capítulo sobre «La función de enseñanza en la Iglesia» (pp. 264-195), tras ex-
poner los deberes y derechos de la Iglesia, sigue el orden del Libro III del Código, con 
importantes e útiles desarrollos relativos al magisterio eclesiástico y al grado de adhe-
sión requerido por parte de los fieles. 
En el capítulo sobre «La función de santificación de la Iglesia» (pp. 296-369), el 
autor añade felizmente una introducción integrada por la definición de culto, rito y li-
turgia, una breve síntesis histórica, las fuentes canónicas de la liturgia latina y los 
principios generales del derecho positivo de los sacramentos. Divide este derecho en dos 
apartados: el derecho positivo de los sacramentos de iniciación crisitana y el derecho 
canónico de los sacramentos de la penitencia, orden y unción de los enfermos. Curio-
samente,la extensión dedicada a la normativa de cada sacramento es muy desequili-
brada: doce páginas para la penitencia, once para el bautismo, dos para la Eucaristía y 
el orden, una para la confirmación y la unción de los enfermos. No se exponen los cri-
terios que han conducido al autor a actuar así. 
Sigue el «Derecho canónico del matrimonio» (pp. 370-437), expuesto con claridad 
y siguiendo al Código, aunque no del todo, ya que al autor le ha parecido procedente es-
tudiar conjuntamente el consentimiento matrimonial y los vicios del mismo y tratar 
algunos cánones del capítulo sobre el conssntimiento con ocasión de la forma de la ce-
lebración, parte a la que añade las normas sobre los matrimonios secretos. También 
une en uno solo los dos capítulos sobre los inlpedimentos matrimoniales, sin entrar 
del todo en el primero, de índole prevalentemente pastoral, y no canónica. 
Después de un breve capítulo sobre «Los bienes temporales de la Iglesia» (pp. 
BmUOGRAFIA 693 
438-449), pasamos al «Derecho penal de la Iglesia» (pp. 450-478), con unas 
consideraciones preliminares sobre las cuestiones fundamentales que plantea el derecho 
penal eclesiástico, dentro de las cuales figura la distinción de los foros y la aplicación 
del principio de legalidad. «El Derecho procesal de la Iglesia» (pp. 479-514) describe 
rápidamente la organización judicial de la Iglesia, las normas generales del proceso 
contencioso, las normas particulares de algunos procesos contenciosos, el proceso 
penal y el procedimiento de los recursos administrativos o de remoción de los párro-
cos. 
Hasta aquí la normativa del Código de 1983. El lector es introducido a este estudio 
por un capítulo previo sobre la «Historia de las fuentes del Derecho canónico» (pp. 1-
24), dividido en cuatro períodos: las edades primeras (I2-Xl12 s.); la elaboración del Cor-
pus iuris canonici (XII2-XVI2); desde el cumplimiento del Corpus hasta el Código de 
1917; del Código de 1917 al Código de 1983. 
No ignoran los autores la actividad del Consejo Pontificio para la interpretación de 
los textos legislativos, aunque no han tenido en cuenta todas las respuestas que ha dado 
a consultas, antes de publicarse el Précis. 
Este volumen contiene una tercera parte, singularmente interesante por la temática 
que aborda, no frecuentemente tratada -al menos en los últimos decenios- en el ambien-
te de los canonistas galos: «Derecho civil francés eclesiástico y derecho público ecle-
siástico». Es tanto más valiosa esta aportación cuanto cubre cerca de la tercera parte del 
libro (pp. 515-731). Constituye un pequeño «tratado» sobre la materia que justifica en 
sí el interés de esta obra, ya evidenciado con el anterior desglose del contenido de las 
dos primeras partes. 
El P. Durand hace una amplia presentación de los tres regímenes civiles de los cul-
tos actualmente vigentes en Francia: 1) el régimen local de Alsacia y Mosela, que 
sigue siendo el establecido por el Concordato napole6nico de 1801; 2) el régimen apli-
cable en los Departamentos y Territorios y las Colectividades territoriales de Ultramar; 
3) principalmente el régimen de derecho común de la separación de cultos y del Estado 
(pp. 559-731) en una situación en la que el legislador se abstiene de definir lo que en-
tiende por culto, dejando este cometido a la jurisprudencia. 
En este apartado, el autor se detiene brevemente a señalar las condiciones históricas 
de la separación llevada a cabo en 1905; estudia a continuación los cultos y la persona-
lidad moral en derecho francés, el estatuto civil de las congregaciones religiosas, algu-
nos ejemplos de personas jurídicas canónicas con relación al derecho civil galo (parro-
quia, capellanías), personas físicas y religiosas en derecho francés, los bienes afectados 
al culto, la policía del culto y el ejercicio del mismo. 
Una bibliografía indicativa (pp. 733-739) completa el «Précis», así como un índice 
alfabético que facilita su consulta (pp. 743-749). 
Como se puede advertir, el «Précis» de Derecho canónico se presenta como una 
obra bastante completa y de mucha utilidad. 
Lo será todavía más cuando -en una segunda edición- se corrijan las incontables fal-
tas de ortografía, imprenta, estilo, y los numerosos errores en los reenvíos a los cáno-
nes del Código o a los 964 números que componen el libro (¡superan con mucho el 
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millar!). Sin contar la falta de homogeneidad en el modo de citar las fuentes y de redac-
tar las notas a pie de página 
Esperamos que estos defectos de fonoa no sean obstáculo para que el lector -en 
especial el no canonista- se adentre en lo específico del derecho de la Iglesia. 
OOMINIQUE LE TOURNEAU 
CURSO DE DERECHO MATRIMONIAL Y PROCESAL 
AA.VV., Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canonico para profesionales del 
Foro (VIII). Publicaciones de la Universidad Pontificia d~ Salamanca. Sala-
manca 1989,409 págs. 
Este libro es fruto de la XXI Semana Espafiola de Derecho Canónico, celebrada en 
Barcelona en 1988. Es un libro de colaboración de diversos autores, ponentes en dicha 
Semana, que recoge artículos de gran interés. 
Santiago Panizo Orallo, Auditor del Tribunal de la Rota Espafiola, es el autor del 
titulado <dA inmadurez de la persona humana como causa de nulidad matrimonial» (pp. 
9-66). El autor parte en su estudio de la actual revalorización del matrimonio como 
communitas personarum (matrimonio infacto esse) sobre el matrimonio institucional 
(matrimonio in fíen). No obstante, advierte que es justo destacar «el carácter persona-
lista, pero sin olvidarse de la institución». Así lo respalda el magisterio reciente, 
quedando plasmado en el nuevo Código (can. 1055). 
El matrimonio es una alianza entre un hombre y una mujer, por el que se establece 
el consortium totius vitae exigiendo esto la madurez y libertad de los contrayentes. Por 
eso se pregunta el autor, ¿cuál es el grado exigible de madurez para contraer matrimo-
nio? No es cuestión fácil, ya que a veces el término madurez resulta un concepto 
equívoco, según sea la fuente científica de valoración. Sostiene que la Psicología y el 
Derecho deben establecer, por ello, un diálogo interdisciplinar, ya que como afirmó 
Juan Pablo 11 a la Rota Romana (5.2.1987) no es equiparable madurez ps{quica y 
madurez canónica, que significa el mínimo exigible para la validez del matrimonio (cfr. 
p. 13). Por otra parte, no se debe absolutizar el concepto de madurez que, por sí 
mismo, es relativo (cfr. p. 20). 
Abundando en esto último, dedica un epígrafe a esta relación: «La madurez para el 
matrimonio: madurez canónica y madurez psicológica». 
Afinoa Santiago Panizo que, para instaurar el matrimonio, se requiere un consen-
timiento tal que exige una madurez proporcionada al acto que se va a realizar y a sus 
consecuencias derivantes. Afinoa que el matrimonio es vocación común a todo hom-
bre, por lo que basta para contraer válidamente que «sean al menos capaces de captar 
BmuOGRAFlA 695 
parcialmente y en grado mínimo aquello que asumen al prestar el consentimiento» (p. 
22). Por esto, «la capacidad requerida para ello no ha de ser tanta que se diluya el 
mismo derecho natural al matrimonio ni tan poca que se desvirtúen la calidad y la 
gravedad del compromiso que el matrimonio entraña» (ib.). 
Cuando se trata de establecer la madurez exigible, los criterios son dispares. El 
autor establece unas consideraciones previas. No existe un concepto único de madurez 
psicológica, y ésta no puede confundirse con la madurez canónica. La Psicología se ex-
pesa en términos de perfección y, el Derecho lo hace en términos de validez. Panizo 
suscribe unas palabras del Pontífice: «la incapacidad y no ya la dificultad para prestar el 
consentimiento y para realizar una verdadera comunidad de vida y de amor hace nulo el 
consentimiento». Y aún aflade que «la valoración sobre la nulidad de un matrimonio 
corresponde únicamente a los jueces» (p. 25). Los peritos psiquiatras emiten su dicta-
men (si en el momento de la celebración del matrimonio los consortes tenían o no la 
capacidad psíquica para contraer); el juez es quien dictamina si el matrimonio fue válido 
o no. 
Así lo avala mostrando un supuesto en orden a esa capacidad. La norma canónica 
mantiene como mínima la edad de los 14 y 16 aflos, para la mujer y el hombre, respec-
tivamente. Es una norma de alcance general con presunción de validez, que pretende sa-
tisfacer la seguridad jurídica. Esta edad se establece en razón de la pubertad, momento 
en que la persona alcanza la madurez física y psicológica. Los peritos psicólogos 
sostienen que al tiempo de la adolescencia no se alcanza la madurez (cfr. p. 34). El 
Derecho, sin embargo, admite la racionalidad de esta norma, ya que su fin es asegurar el 
mínimo necesario es orden a la validez, mientras que la Psicología no se pronuncia 
desde esta perspectiva (cfr. pp. 37-38). 
Luego Santiago Panizo analiza los «Diferentes tipos de inmadurez psicológica para 
el matrimonio». De la «inmadurez de juicio» afirma que el matrimonio es un compro-
miso personal, que exige la concurrencia del entendimiento y de la voluntad. El consen-
timiento ha de proceder ex voluntate deliberata, cuya falta incide en lo que jurídica-
mente se denomina «defecto de discreción de juicio», que engloba todas las deficiencias 
formales del acto de voluntad comprendidas en el c. 1095, 2. Panizo afirma que hay 
inmadurez por falta del uso de razón (tampoco son válidos los actos celebrados en in-
tervalos de lucidez, en caso de locura), por defecto de adecuación y proporción del 
conocimiento respecto de la res matrimornalis, y la inmadurez de la voluntad por falta 
de libertad interna (cfr. pp. 42-44). 
Destaca que la afectividad determina la vida psíquica de la persona. La «inmadurez 
afectiva» incapacita para contraer matrimonio. El autor describe los caracteres propios 
de esta inmadurez, pasando a realizar luego un análisis jurídico-canónico del matrimo-
nio. Esta inmadurez es diversa de la falta de discreción de juicio, aunque puede influir 
en ella. Se trata de una inmadurez que rompe el equilibrio y la armonía de la personali-
dad (cfr. p. 53). Para que impida la validez del matrimonio, esta inmadurez ha de ser 
grave y profunda. Como afirma el Papa, exige una imposibilidad al menos moral, no 
siendo suficiente la mera dificultad (cfr. p. 56). El fracaso matrimonial no basta como 
prueba de incapacidad, que puede estar motivada en razones morales (cfr. p. 57). Por 
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tanto, la incapacidad debe ser «una seria anormalidad, que cercene sustancialmente la 
capacidad» (p. 59). Para valorarla adecuadamente es preciso hacerlo desde una 
antropología cristiana: la «normalidad de la persona» no equivale a idealismo puro, que 
olvida las dificultades que acompañan la vida humana. 
En este contexto, el autor advierte la importancia de la «madurez sexual» en orden a 
realizar los fines del matrimonio. Por ello, sugiere que esta inmadurez podría ser un 
«capítulo autónomo de nulidad matrimonial» (p. 65). Fácilmente se entreven las razo-
nes de esta hipótesis. Sin embargo, no la veo factible como «capítulo de nulidad autó-
nomo», pues ya está comprendida en la «incapacidad sexual», que cubre los mínimos 
establecidos por la norma del Derecho. 
Otro estudio de gran interés, que recoge el libro, es el titulado La incapacitas as-
sumendi, ¿relativa y temporal? (pp. 67-126), del ilustre profesor de la Universidad Pon-
tificia de Salamanca Federico Aznar Gil. 
Introduce la cuestión notando los abusos en las declaraciones de nulidad, a partir del 
can. 1095,3. Retomando palabras de Juan Pablo n, es la incapacidad y no la dificultad 
para realizar la comunidad de vida y de amor la que hace nulo el matrimonio, al tiempo 
de prestar el consentimiento. La incapacidad, pues, debe basarse en una anomalía que 
haga imposible el entender o querer del contrayente. La ponencia afronta dos cues-
tiones. 
La primera de ellas, es si la incapacidad -existente en el momento de contraer el 
matrimonio- debe ser «perpetua o temporal». Federico Aznar afronta la cuestión, en 
primer lugar, desde la doctrina canónica. Recoge la posición de los estudiosos y rotales 
que defienden esta tesis. Estos se pronuncian en tal sentido al establecer una correlación 
con la impotencia coeundi, que reclama la perpetuidad. Por otra parte, afrrma que los 
autores que defienden la no perpetuidad son mayoría. La razón está en que no se trata de 
un impedimento, sino de un vicio de consentimiento, por lo que no es exigible la per-
petuidad. Basta que tal incapacidad se tenga al tiempo de la prestación del consentimien-
to, para que éste sea inválido por carecer de objeto propio en cuanto tal. Por tanto, la 
perpetuidad no es necesaria. No es equiparable este supuesto con el de la impotencia 
coeundi. Tras la promulgación del nuevo CIC -dice el autor- se ha reforzado esta última 
postura. Así lo avala con abundante doctrina y la jurisprudencia rotal. 
También afronta la cuestión de la «temporalidad de la causa psíquica». Recoge las 
razones de los que abogan por la perpetuidad, pero juzga que no son convincentes (cfr. 
p. 90). Concluye afrrmando: «Creo que la causa psíquica originante de la «incapacitas» 
debe estar asentada en la personalidad de alguno de los contrayentes, ser seria, estar ac-
tualmente presente y afectar al consentimiento matrimonial en el momento de su inter-
cambio» (p. 92). 
La otra cuestión que trata es si la incapacidad que contempla el canon debe ser 
«absoluta o relativa». La incapacidad absoluta del contrayente sería la incapacidad de 
cumplir las obligaciones matrimoniales con la parte que contrajo matrimonio y con 
cualquier otra con la que contrayese en el futuro. Relativa es la que se refiere a la inca-
pacidad del contrayente en la celebración del matrimonio con su consorte, sin relación 
alguna con otra persona con la que pudiera contraer en el futuro. 
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Cita abundante doctrina. Los que defienden la absoluta lo hacen por temor a que lo 
contrario favorecería la nulidad de los matrimonios por «incompatibilidad de 
carácteres». Otros defienden la relativa. Federico Aznar afirma que la jurisprudencia 
rotal, mayoritariamente, no acepta la incapacidad relativa. A este propósito, concurre el 
problema irresuelto sobre el concepto de «incapacidad relativa» (cfr. p. 102). Más 
adelante, nota la estrecha relación que guarda la «incapacidad esencial» con la 
«incapacidad relativa», concluyendo: «la incapacidad relativa es un desarrollo de la in-
capacitas assumendi, exige en ambos cónyuges un transtorno o anomalía psíquica (no 
una mera incompatibilidad de caracteres) y no se identifica con el simple fracaso 
matrimonial ni con el significado vulgarmente atribuido al término 'relativo'» (p. 
119). 
Federico Aznar Gil despeja la cuestión afirmando: «creemos que la incapacidad in-
validante del matrimonio puede ser temporal (no tiene por qué afectar perpetuamente al 
contrayente) y relativa (no necesariamente tiene que impedir el matrimonio con todas 
las personas)>> (p. 125). 
Otra colaboración de especial interés es la que nos ofrece el Ilustre Decano del Tri-
bunal de la Rota Española, Juan José García Fande, titulado, La aplicación de algunos 
capítulos de nulidad matrimonial contenidos en el nuevo Código de Derecho Canónico, 
a matrimonios celebrados antes de su entrada en vigor (pp. 127-158). 
Tras presentar el objeto de la cuestión, afirma que la «ley positiva nueva que declara 
que un hecho jurídico anula o no anula por Derecho Natural el matrimonio» no tiene 
eficacia retroactiva sobre los matrimonios anteriores, ya que la retroactividad sólo surte 
efectos en leyes positivas, no respecto del matrimonio que por el Derecho Natural tiene 
un Legislador supremo: por ser de Derecho Natural la retroactividad de la no nulidad es 
independiente de que la ley positiva lo declare (cfr. p. 128). 
Respecto a «la ley positiva que establece un impedimento dirimente nuevo de dere-
cho positivo o que abroga un impedimento dirimente antiguo de derecho positivo», 
dice García Frulde: «Esta ley, en tanto podría tener eficacia de hacer que sea nulo (en el 
primer caso) o de hacer que no sea nulo (en el segundo caso) un matrimonio, celebrado 
antes de ser promulgada dicha ley, en cuanto la misma ley esté dotada de eficacia 'retro-
activa'» (p. 129) y, «según el can. 9, ley positiva eclesiástica constitutiva o abroga-
toria de impedimento dirimente matrimonial de derecho positivo es, como norma gene-
ral, 'no retroactiva' y, como excepción 'retroactiva': 'Las leyes miran al futuro, no a lo 
pasado, a no ser que nominalmente se haga en ellas referencia a lo pasado'» (ib.). 
En lo que refiere a la «ley procesal», advierte García Frulde que no tiene eficacia re-
troactiva, excepto: «In materia judiciali nova lex respicit facta praeterita dum praescri-
bit novum modum procedendi, quatenuscausae ex praeteritis factis ortae, non secun-
dum antiquam causae ex praeteritis factis ortae, non secundum antiguam procedenti 
forma judicandi sunt» (p. 130). Así, por ejemplo, en los procesos ya concluidos cuan-
do entra en vigor la nueva ley procesal. En los procesos que aún no habían sido 
iniciados al entrar en vigor la nueva ley procesal se regularán por la nueva ley procesal, 
aunque las causas nacieron en vigencia de la ley anterior. En los procesos pendiente 
permanecen firmes los actos realizados, y los no realizados se regularán por la ley 
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nueva, de no haberse dispuesto que se rijan por la antigua. Igual criterio aplica a la ley 
sustantiva matrimonial (cfr. pp. 131-132). A continuación analiza otros elementos. 
Otra cuestión de gran interés es la que nos propone Antonio Pérez Ramos, de la 
Universidad de las Islas Baleares, cuestión que titula: En torno a la simulaci6n/ex-
clusi6n en el matrimonio canónico. hoy (pp. 159-205). 
Plantea la cuestión en el terreno del consentimiento. Recoge las dos teorías al 
respecto. 
En primer lugar, la que defiende la distinción. Es la común en la jurisprudencia. 
Distingue entre simulación y exclusión. Puede ser absoluta que no da lugar al matri-
monio por falta de voluntad, y relativa que lo hace inválido. En el ámbito del derecho 
procesal, se afrrma la incompatibilidad entre ambas, como acciones de un mismo pro-
ceso: a lo sumo, una seguiría a la otra, alternativamente. 
Otra teoría es la que defiende la identificación. No goza del favor de la jurispru-
dencia, y procesalmente son incompatibles las respectivas acciones, ya que no difieren 
entre sí. La simulación está integrada «por una falsedad material o enunciado objetiva-
mente disconforme entre consentimiento interno y declaración, por una falsedad formal 
o conciencia de que se está enunciando algo falso y con ánimo de engañar» (p. 168). 
Sef'iala como «nuevas modalidades de simulación»: la exclusión de la persona del 
cónyuge, los matrimonios sólo «pro forma», la exclusión de la dignidad sacramental 
del matrimonio (cfr. pp. 169-174). 
De la «simulación parcial» recoge tres elaboraciones doctrinales: esquemas de bie-
nes, naturaleza o esencia y propiedades y fines del matrimonio: la sistemática de las 
obligaciones y de las notas esenciales, y la de los derechos matrimoniales esenciales 
(cfr. pp. 180-183). 
Más adelante analiza otros temas puntuales desde la perspectiva de la exclusión. La 
exclusión de un elemento esencial (la exclusión de la ordenación al bien de la prole: ex-
clusión temporal y paternidad responsable, la intención de esterilizarse, los propósitos 
abortivos, las reservas en el uso de las nuevas técnicas de procreación), la exclusión de 
la educación religiosa de los hijos, la exclusión del bonum fidei, la exclusión de la or-
denación al bien de los cónyuges. 
Acaba analizando el error iuris determinante de la voluntad (can. 1099) y la simula-
ción (pp. 199-201). 
Malaquías Zayas, Vicario judicial del Arzobispado de Barcelona, diserta sobre el 
tema: El vicario judicial y los jueces diocesanos en el actual ordenamiento can6nico 
(pp. 207-254). 
Afirma que «no se trasluce en el nuevo Código la plena inserción de la misión de 
juzgar en la pastoral común diocesana». Así lo nota en la composición de la Curia 
Diocesana, del Sínodo Diocesano y Provincial, del Consejo Episcopal y del Consejo 
Presbiteral y del Consejo de Pastoral Diocesano. Sin embargo, tampoco se desautoriza, 
ya que toda actuación en la Iglesia es pastoral. 
Malaquías Zayas pretende su revalorización, a partir de la relación Obispo-Vicario 
Judicial. Luego, analiza otras cuestiones secundarias. 
Antonio Molina Meliá, Profesor de la Universidad de Valencia, analiza los Aspec 
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tos nuevos en el proceso de matrimonio rato y no consumado (pp. 255-287). Ofrece un 
estudio interesante sobre la cuestión. 
Del fuero competente, para tratar estas causas, aímna que lo es el obispo diocesano 
y los equiparados a él (can. 1699,381). Luego estudia cuál sea el obispo competente 
para recibir el libelo. También resalta las funciones que ha de realizar el obispo compe-
tente (todo ello comprendido en el «período introductorio»). 
En el análisis del «período instructorio» señala la triple vía para demostrar la incon-
sumación: «per coarctata tempora» (imposibilidad de consumar el matrimonio), argu-
mento moral y argumento físico o de inspección corporal de los cónyuges. 
Sigue la fase de «conclusión, publicación y entrega de las actas». A ésta sigue «el 
voto pro rei veritate», concluyendo finalmente con el «período decisorio» que ofrecerá 
una respuesta negativa o aímnativa. 
José María Serrano Ruiz, Auditor del Tribunal de la Rota Romana, centra su estu-
dio sobre las Características y valoraci6n de la pericia ps(quica en los tribunales ecle-
siásticos a la luz de los discursos de SS Juan Pablo II (pp. 289-319). 
Parte de los últimos Discursos de Juan Pablo 11 a la Rota Romana. Dedica bas-
tantes páginas a puntualizar ciertos aspectos a tener en cuenta, ya sea desde el campo de 
la Antropología, de la Sicología o de la Psiquiatría. No obstante, tengo la impresión de 
que, en gran medida, no se centra el autor en el núcleo básico de la cuestión enunciada 
en el título; él mismo lo hace notar al final (cfr. pp. 318-319). 
Sin embargo, recoge importantes consideraciones acerca del valor que tiene la peri-
cia, tanto para el juez como para el defensor del vínculo. El perito no debe determinar 
el pronunciamiento judicial (cfr. p. 316): la actuación del perito y la del juez son de di-
versa significación y naturaleza. 
Carlos Ballus Pascual, Catedrático de Psiquiatría de la Facultad de Medicina de la 
Universidad de Barcelona, trata de Las pericias psicol6gicas y psiquiátricas en los casos 
de nulidad matrimonial (pp. 321-331). 
Afirma que el perito debe saber qué se le pide (en tomo a la demanda. objetivos, 
fmes ... ) y, por qué se pide. 
Advierte de los «problemas de interpretación» que se dan actualmente. El léxico y la 
terminología significan distintas realidades, según sea la disciplina bajo la que se enun-
cia. Se dan términos polisémicos, indefinidos, que será preciso tener en cuenta, a fin de 
evitar equívocos. 
Considera necesario que el juez tenga cierta preparación en Psicología, que conozca 
las tendencias antropológicas ... El diálogo juez-perito debe evitar apreciaciones subje-
tivas, destacando la objetividad del problema planteado en razón de los datos científicos. 
A continuación siguen tres estudios -de gran interés- que abordan diferentes cues-
tiones de Derecho eclesiástico. Los autores y títulos son los siguientes: 
Ferrán Badosa Coll, Catedrático de Derecho Civil de la Universidad de Barcelona, 
estudia La regulaci6n del matrimonio a partir de la Constituci6n (pp. 333-369). 
Manuel Calvo Tojo, Vicario Judicial de Santiago de Compostela, centra su análisis 
sobre La eficacia de resoluciones matrimoniales can6nicas. Temática sustantiva (pp. 
371-388). 
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Francisco Vega Sala, Director de la Escuela práctica Jurídica del Colegio de Aboga-
dos de Barcelona, realiza su estudio sobre La eficacia civil de resoluciones matrimonia-
les can6riicas. Temática procesal (pp. 389-409). 
PEDRO JESUS lASANfA CASERO 
DERECHO ECLESIASTICO 
Luigi V ANICELU, Obiezione di coscienza al servizio militare, Roma 1988, 135 págs. 
Se trata de un libro ciertamente denso, que encierra en sus páginas estudio, reflexi6n 
y experiencia, con un planteamiento prevalentemente crítico que intenta resaltar los 
aspectos problemáticos de la materia, sin por ello dejar de apuntar soluciones o de su-
gerir vías de innovación. 
Desde esa perspectiva no es de extrañar que el autor comience por centrar el tema de 
la relatividad de los conceptos de obediencia y desobediencia en la relación ley civil-
conciencia personal, en cuanto es la obediencia a una íntima convicci6n ética lo que 
genera el rechazo de una determinada ley civil. Precisamente la conciencia que lleva al 
individuo a reconocer la legitimidad del ordenamiento civil en su conjunto, es la que 
genera el rechazo de una determinada norma de ese ordenamiento. 
Así la objeci6n de conciencia «sorge su questioni di principio íntimamente legate 
alla persona, ai suoi diritti inviolabili ed al rispetto della sua diginita e non su questio-
ni di mera opportunita» (p. 14). Llegamos pues al tema del equilibrio entre la prioridad 
de la persona respecto a la sociedad y el Estado y el respeto al principio de solidaridad, 
necesario para la subsistencia de sociedad misma, que Vanicelli resuelve estableciendo 
«che in ambiti fondamentali per l' esistenza della persona come soggetto morale e 
giuridicamente responsabile di decisioni, valga il primato della coscienza sulla norma» 
(p. 15). Principio válido especialmente en una sociedad democrática, donde las normas 
son el resultado del consenso de la mayoría, pero que está también caracterizada por el 
respeto de las minorías. 
Se detiene a continuación en el análisis de la objecci6n de conciencia desde el punto 
de vista cristiano, donde el testimonio de los mártires será siempre el paradigma del 
conflicto dramático entre deber moral y obediencia a la ley civil contraria a ese deber. 
El mensaje evangélico, radicado en el Viejo Testamento, contiene como elemento ca-
racterístico, entre otros, el principio de la no-violencia. 
Dentro del tema concreto de la objecci6n de conciencia al servicio militar, el autor 
lo sitúa en la alternativa de la no-violencia a la guerra, como dos medios opuestos para 
resolver conflictos y para salvaguardar la paz. La no-violencia no es solamente una abs-
tenci6n, sino el reconocimiento y valoraci6n de la racionalidad del otro, aunque se pre-
sente como «enemigo». 
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En el segundo capítulo se analiza críticamente la normativa italiana vigente sobre la 
objeción de conciencia al servicio militar. La norma principal (la Ley del 15.XII.1972, 
n. 772) que el prof. Vanicelli considera fruto de un compromiso político, considera la 
objeción de conciencia como la «concessione di un beneficio» y no como un «ricono-
scimento di un diritto personale» (p. 32). Esta es para el autor la clave interpretativa, 
que ha de ponerse en relación con los distintos artículos de la Constitución que, directa 
o indirectamente hacen referencia al tema: el deber sacro de defender la Patria (art. 52), 
los principios de solidaridad (art. 2), de igualdad (art. 3) y de fidelidad a la República 
(art.54). 
El autor parte en cambio de la convicción de que la defensa de la Patria puede 
asumir formas distintas dél uso de las armas, como de algún modo ha reconocido la 
Corte Costituzionale en su sentencia 164 de 6 de mayo de 1985, en la que además 
fueron aclarados otros aspectos dudosos de la Ley citada. Este planteamiento, unido al 
hecho de que la Constitución gira en tomo al eje de la inviolabilidad de los derechos del 
hombre, entre ellos el de libertad de conciencia,lleva a Vanicelli a concluir que existe 
un derecho a la objeción de conciencia. 
Prosiguiendo en su análisis del sistema italiano, el autor pone de relieve el carácter 
restrictivo de la Ley 772 desde el primero de sus artículos, tanto por los supuestos de 
hecho en que se admite la objeción de conciencia, como por la difícil y larga trami-
tación que debe seguir quien solicita hacer el servicio civil en lugar del servicio militar. 
Además el autor critica el hecho de que tanto la decisión sobre las instancias como la 
gestión del servicio civil sustitutorio, competan al Ministerio de Defensa, a diferencia 
de otros países. A todo lo cual hay que añadir la mayor duración (de 8 meses) del servi-
cio civil respecto al servicio militar, lo cual atribuye a aquel un carácter penal (p. 53). 
Hay además otros aspectos del servicio civil que, al parecer del autor, no son fácil-
mente justificables, como la equiparación entre objetores y militares, el mismo carácter 
«piu sostitutivo e sussidiario che alternativo rispetto al servizio militare)) que impide 
valorar todas las potencialidades positivas del servicio civil (p. 59). 
El tercer capítulo está dedicado al análisis de los distintos proyectos de Ley 
presentados al Parlamento para modificar la normativa vigente. El autor toma en con-
sideración 5 proyectos distintos y hace una valoración de sus respectivas propuestas en 
relación a los aspectos problemáticos de la ley en vigor: reconocimiento de la objeción 
de conciencia y la admisión al servicio civil, plazos para aceptar o rechazar la instancia, 
procedimiento para verificar la veracidad de la misma, duración, características y gestión 
del servicio civil, equiparación de los objetores a los militares, etc. 
En el cuarto capítulo la comparación se extiende a diversos países europeos a partir 
de las distintas convenciones, declaraciones de derecho y conferencias internacionales 
atinentes a la materia y de la división cronológica hecha por BERTOUNO, (L' obiezione 
di coscienza negli ordinamenti giuridici contemporanei, Torino 1967, p. 94): objeción 
como postura basada en: la religión de ciertos grupos, del individuo y, en fin, como 
opción de conciencia no necesariamente basada en motivos religiosos. 
El análisis se basa sobre todo en los diferentes modos de llevar a la práctica la Re-
solución de la Asamblea consultiva del Consejo de Europa, del 26.1.1967 n. 337; dete-
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niéndose de nuevo sobre los problemas definidos al analizar la legislación italiana: ad-
misión de la objeción de conciencia, procedimiento y verificación, servicio civil susti-
tutivo, aspectos penales y también el tema, muy interesante de la propaganda e infor-
maciól! sobre la objeción de conciencia, que mientras en algunos países es garantizada 
incluso como obligación de la administración, en otros, por el contrario, es obtaculiza-
da o incluso prohibida. 
La obra concluye con una reflexión y valoración personal sobre la materia, en la 
cual, entre otras cosas, pone de relieve los cambios de sensibilidad social respecto a la 
objeción de conciencia y propone una visión de ésta que resalte los aspectos positivos 
de la no-violencia para una solución de los conflictos no basada sobre la destrucción del 
enemigo sino en el diálogo y en la justicia 
Se cierra el volumen con una amplia bibliografía y 7 apéndices que contienen las 
normas y jurisprudencia italianas, la Resolución del Parlamento europeo de 7 de febrero 
de 1983 y un resumen informativo sobre el servicio militar de mujeres en distintos 
países. 
JaSE T. MARTIN DE AGAR 
HISTORIA DEL DERECHO 
AA.VV., Les canons des conciles mérovingiens (V/e-VI/e) siec1es, Introduction, tra-
duction et notes par Jean Gaudemet et Brigitte Basdevant, Sources chrétiennes, 
nO 353-354. 2 vols. Éditions du Cerf, Paris 1989. 
La legislación conciliar merovingia ha sido estudiada por la medievalista francesa 
Odette Pontal en una excelente monografía titulada Die Synoden in Merovinge"eich 
(Paderbom 1986), formando parte de la Konziliengeschichte que dirige el Prof. W. 
Brandmül1er. La versión francesa de esta obra ha aparecido simultáneamente con el 
libro que ahora comentamos. Con este dato queda patente la intencionalidad de la 
editorial en presentar al mismo tiempo dos obras que se complementan mutuamente. 
Los dos volúmenes de la colección Sources Chrétiennes han sido preparados por los 
Profs. Gaudemet y Basdevant, ambos con una acreditada trayectoria investigadora. La 
presente edición utilizada el texto fijado en la edición crítica de De Clercq, publicada en 
1963, bajo el nombre de Concilia Galliae, en el Corpus Christianorum. 
En la introducción el Prof. Gaudemet sefiala que la lista de los concilios que apare-
cen en la presente edición difiere algún tanto de la ofrecida por De Clercq, ya que éste 
había publicado en sus Concilia Galliae todos los concilios que se reunieron en las Ga-
lias durante los siglos Vla VII, mientras que en la de Gaudemet-Basdevant no figuran 
los concilios de Agde (506) y Narbona (589), por encontrarse esas sedes en territorios 
pertenecientes al Reino visigótico. Por el contrario, los actuales editores recogen 
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también los cánones de los concilios tenidos en territorios del Reino burgundio, como 
los sínodos de Epaon (517) y Lyon I (518-523). De modo análogo se consignan los 
concilios de la provincia de Arlés, aún cuando estuvieran bajo dominio ostrogodo 
[sínodos de Arlés IV (524), Carpentras (527), Orange 11 (529), VaisonIl (529)] En 
total se referencian 27 concilios, en tanto que la edición de De Clercq ofrece 55. 
Otra variante que se observa comparando ambas ediciones es que en la presente no 
aparecen las menciones que hacía el editor de los Concilia Galliae a los sínodods cuyas 
actas no han llegado hasta nosotros. Esta supresión resulta lógica si se tiene en cuenta 
que en la actual edición sólo se publica la legislación conciliar merovingia, sin otros 
aditamentos. 
J. Gaudemet analiza puntualmente el itinerario seguido por los textos conciliares, 
según las colecciones canónicas, desde la colección del ms. de Corbie (524) hasta el 
Decreto de Graciano. Es mérito también de dicho profesor la introducción del lector en 
los cánones merovingios con unas atinadas observaciones sobre la geografía y la 
sociología conciliares de la época Seguidamente se ocupa de exponer, a grandes rasgos, 
los principales puntos de orden disciplinar que constituyen el contenido de los cánones 
conciliares: el acceso a la clericatura, el estatuto de los clérigos, la organización 
eclesiástica, la vida monástica, el patrimonio eclesiástico, el culto y la vida social. 
La traducción se puede afmnar, en líneas generales, que es correcta y que responde 
bien al sentido literal de los cánones con preferencia sobre otros modos de traducir en 
los que prima la acomodación subjetiva del traductor. 
Termina esta obra con unos buenos índices de referencias escriturísticas, de obispos 
participantes en los concilios, de las diócesis galas y otro de carácter analítico. Se 
añaden, además, unos gráficos ilustrativos sobre los cánones conciliares en las colec-
ciones canónicas y sobre la participación que se aprecia en esas reuniones sinodales. Al 
fmal va un encarte con un mapa de las provincias y diócesis eclesiásticas de las Galias 
entre los siglos VI y VII. 
En síntesis, cabe afmnar que nos encontramos ante una excelente edición de los cá-
nones conciliares merovingios. En ella encontrará una gran ayuda no sólo el especia-
lista, sino también todo hombre culto interesado en la Historia de la Iglesia medieval. ' 
DOMINGO RAMOS-LISSON 
Anna Maria DEMICHELI, La «Megale Ekklesia» nellessico e nel diritto di Giusti-
niano. Monografie del Vocabolario di Giustiniano, 3 (Giuffre, Milano 1990) 
108 págs. + 3 láminas. 
La legislación del emperador Justiniano, por aquella preocupación eclesial que ins-
pira muchas de sus manifestaciones -y que muchos críticos censuran algo precipitada-
mente como «cesaropapismo»-, tiene un interés evidente para la Historia de la Iglesia 
y, concretamente, para el Derecho Canónico. 
704 BmUOGRAFIA 
En la presente monografía, tras una introducción sobre la denominación «Gran Igle-
sia» (Megale Ekklesia) (1), la autora examina diligentemente aquellas leyes de Justinia-
no que tratan de la Catedral de Constantinopla, «Santa Sofía»: las Novelas 3 (TI), 43 Y 
59, a la vez que la 12 de León VI (III). En un apéndice, da el texto de la Nov. 3, en 
griego, según la Collectio graeca, y en latín, según el Authenticum, más su propia tra-
ducción italiana del texto griego. Sigue un índice de las fuentes citadas y otro de los 
autores citados, y tres láminas fuera de texto: de la planta de Santa Sofía, una vista de 
su interior y otra de ábside con la cúpula. 
La nueva Catedral de Constantinopla fue terminada, y consagrada por el Patriarca 
Mena, el afio 537, y reconstruida un cuarto de siglo después. Estaba dedicada a Jesu-
cristo como personificación de la «Sabiduría» (Sophia), de lo que deriva el nombre que 
luego se le vino a dar a esta que era la «Gran Iglesia». Tanto en el Código de Justinia-
no como en la legislación posterior de las Novelas aparece como «Gran Iglesia» de 
Constantinopla; el apelativo de «Sofía» se encuentra ya en el Bellum Vandalicum de 
Procopio, pero no todavía en las leyes de Justiniano. 
La Nov. 3, de 16.3.535, está dirigida al «arzobispo de Constantinopla y patriarca 
universal Epifanio», al que se encomienda en primer lugar su cumplimiento; tiene el 
carácter de una «ley especial» (idikos nomos), aunque afecta a otras tres iglesias de 
Constantinopla que formaban un solo conjunto administrativo con la «Gran Iglesia». 
El tema que justifica las intervención imperial en esa ocasión es el excesivo número de 
clérigos, respecto al establecido en la fundación y contra los «sagrados cánones»; exce-
so que causaba una grave dificultad económica por la insuficiencia de los ingreso pro-
venientes de las rentas de la dotación fundacional, deterioradas también por el abuso de 
las concesiones enfitéuticas con un canon muy bajo, al que vuelve a referirse la poco 
posterior Nov. 7, del mismo año 535. Este déficit presupuestario obligaba a acudir al 
crédito, con la consiguiente garantía hipotecaria de los bienes eclesiásticos y la fatal 
venta de éstos por la imposibilidad de pagar los intereses de un capital que se consumía 
en la nómina clerical. Justiniano, siguiendo con el mismo propósito de sus predeceso-
res, insistió en la prohibición de la venta de los bienes de la «Gran Iglesia» -en tanto 
admitía excepciones para las otras-, contra la relajación ruinosa practicada por los Pa-
triarcas de Constantinopla. Con el fin de salvar esa grave situación deficitaria, el em-
perador opta por ordenar la progresiva reducción del clero adscrito a la Catedral, a la vez 
que fomenta el incremento de los fieles contribuyentes mediante el estímulo proselitis-
ta entre los herejes, a los que gravaban ciertas limitaciones legales en su capacidad: para 
acceder a cargos públicos, para ejercer algunas profesiones, para heredar y,las mujeres, 
para recuperar su dote, etc. El mismo crecimiento demográfico de la capital contribuía 
también a ese incremento de los fieles. Se fijó así un cupo de 425 clérigos (60 de ellos, 
presbíteros), al que debía reducirse progresivamente la plantilla. Al mismo tiempo, esta 
Nov. 3 trata de eliminar la venalidad en la provisión de los oficios eclesiásticos, que se 
practicaba en forma de «patrocinio» (prostasia), especie de recomendación retribuida, 
similar al suffragium de que adolecía la burocracia imperial, que prefigura el delito de 
«simonía». Interesante es cuanto la autora dice (pp. 45-53) sobre este tema, en relación 
con un caso con el que tuvo que enfrentarse San Juan Crisóstomo (Diálogo de Palladio, 
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13-15/PG 47,45-52). Asímismo, se responsabiliza por esta ley, al Patriarca ya los 
Ecónomos, de su administración, reservándose el emperador la intervención en las re-
clamaciones, cuando fuera necesario, por abusos que la ley sanciona con penas pecunia-
rias. Esta responsabilidad por la recta administración alcanzaba a la de las fundaciones 
(piae causae), de cuya integridad y continuidad era también celoso el emperador. 
Así, pues, esta Nov. 3, del 535, tenía como fin el poner remedio al déficit patrimo-
nial, eliminar la corrupción y asegurar el buen funcionamiento del servicio social que 
desempefiaba la «Gran Iglesia», pero con ello se venía a establecer un régimen poten-
cialmente más general para todas las iglesias. La ley parece haber sido bien observada 
durante el imperio de Justiniano (que muere el afio 565), pues no se ve que elempera-
dor tuviera necesidad de reiterar sus disposiciones sobre la materia. En cambio, a princi-
pios del siglo VII, el número de clérigos había vuelto a ser excesivo, y el emperador 
Heraclio, en sendas leyes del 612 y 619 (Nov. 22 y 23) tuvo que volver a imponer 
remedios similares a los de la Nov. 3 de J ustiniano. 
Dedica la autora su capítulo III al estudio de las Novelas 43 y 59, de mayo del 537 
(dirigida a Longino, prefecto de Constantinopla) y de noviembre del mismo afio 
(dirigida al prefecto de Oriente Juan), respectivamente, ambas con el rango de 
«pragmáticas», es decir, leyes especiales pero no de mero interés privado, como habían 
llegado a ser los nuevos «rescriptos». 
La Nov. 43 se refiere a la inmunidad fiscal del servicio funerario gratuito que de-
pendía de la Catedral. También éste había aumentado su personal, y precisamente con 
el fin fraudulento de sustraerlo a las cargas de otras corporaciones profesionales, cuyos 
representantes habían solicitado la intervención del emperador. También en esto se 
había introducido la práctica abusiva del «patrocinio». El emperador trata de remediar el 
mal con su régimen restrictivo del número del personal y de su inmunidad. 
La Nov. 59, sobre el mismo tema, fue suscitada por las reclamaciones de los fami-
liares de los difuntos, que se quejaban del servicio funerario catedralicio. El emperador 
reitera con mayor severidad las medidas de la Nov. 43, y somete ese servicio al control 
del prefecto de la ciudad. También en esto vino el tiempo a relajar la observancia de la 
ley, como puede verse por la Nov. 12 de León VI a fmes del siglo IX. 
A pesar de 10 limitado del tema de esta monografía y de su clara sencillez, nos viene 
ésta a dar una idea del planteamiento, y de una de sus aplicaciones, de lo que podríamos 
llamar, en términos modernos, el Derecho Eclesiástico de Justiniano, aunque no fun-
dado, éste, como parece serlo el moderno, en una supuesta aconfesionalidad del poder 
secular, sino, por el contrario, en el deseo y la necesidad de poner remedio, en bien de 
la misma Iglesia, al deterioro de un orden clerical de indiscutible interés social. 
Porque la cuestión es permanente: en la medida en que se admite y reconoce una 
función social de la Iglesia, en esa misma medida se hace difícil el desinterés del poder 
civil por el correcto cumplimiento de esa función, pues esa potestad es, después de 
todo, la que debe cuidar y responde del bien común dentro del territorio que gobierna. 
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